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Introducción

León de los Aldama, Guanajuato es un municipio con sed. En el discurso de los actores políticos y económicos relevantes se identifica la preocupación en torno a que la escasez del agua se convierta en el principal freno del desarrollo de la región en el futuro próximo. En lo local se observa un intenso debate en torno a la naturaleza de la crisis del agua en lo local y las alternativas de solución.

Los diagnósticos existentes plantean que la tendencia de la sobrexplotación no se está revirtiendo lo suficiente, por lo que se requieren acciones y estrategias extremas de reducción de la demanda del recurso las cuales no se han asumido como compromiso por parte de ninguno de los actores relevantes.

El presente documento es un análisis de la acción pública y las situaciones a partir de las cuales se ha tratado de enfrentar la crisis del agua en el orden local y sus resultados en un periodo que abarca desde 1989, año en que se da un cambio trascendental en el paradigma de la gestión del agua en México y en lo local se viven procesos políticos que fueron clave para entender la posterior configuración de las instituciones del agua, y 2008, año hasta el que fue posible hacer las observaciones.

El balance hídrico: la fuerte presión del sistema social sobre el sistema natural

El acuífero del valle de León está ubicado al norponiente del estado de Guanajuato y comprende los territorios no sólo del municipio de León de los Aldama, sino parte de San Francisco del Rincón, Purísima del Rincón (o de Bustos), Silao y Romita.
 La dinámica demográfica, económica y sociopolítica de León obliga a concentrarnos en este municipio, dada su influencia incluso en toda la región.
	Mapa 1. Identificación del estado de Guanajuato y del acuífero del valle de León
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Fuente: CNA, Gerencia de Aguas Subterráneas, 

Disponibles en: www.cna.gob.mx
El vertiginoso crecimiento poblacional y por ende de actividades económicas ejerce una presión sobre el acuífero que hace que la extracción sea superior a la recarga en niveles críticos. Ya en la década de los sesenta se consideraba que se extraían del acuífero 160 Mm3 anuales. En 1998 la entonces Comisión Estatal de Agua y Saneamiento de Guanajuato (CEASG) en su Estudio Hidrogeológico y Modelación Matemática del Acuífero del Valle de León encargado a la consultora GUYSA calculaba que el déficit general del acuífero era de alrededor 68 Mm3 al año, con un abatimiento de 1.6m/año.
La actualización de dicho estudio en 2003 plantea la siguiente situación del acuífero: La zona es considerada de baja permeabilidad, lo que retarda el flujo de la recarga vertical descendente tanto de las precipitaciones como de otro tipo de retornos, incluidos los del riego. Con datos del censo de captaciones de agua subterráneas, elaborado para este estudio con apoyo de la CEASG durante 1998, se especificaba que existían 1433 aprovechamientos de los cuales 1156 estaban activos, 201 inactivos, 59 ya estaban secos, 14 tapados y 3 en perforación. De los aprovechamientos activos 797 era del uso agrícola (69%), 245 para agua potable (21%), 100 de abrevadero (9%), 12 industriales (1%) y 2 reactivos.

La profundidad de los pozos variaba en una relación < 10 – 559 metros y la profundidad de los niveles estáticos estaban en un rango de los 5 metros en los más bajos a 185 metros en los más altos.
 Los principales conos de abatimiento (> 80 a 185 metros) se encuentran a niveles estáticos localizados en la zona sureste del municipio de San Francisco del Rincón y sur-sureste de la ciudad de León, principales zonas de concentración de pozos agrícolas. Las menores profundidades se localizan en la zonas de riego con aguas residuales (10 a 60 metros) y oriente del valle. En la zona de La Muralla, en donde la tipografía es más elevada que en la zona propia del Valle de León las profundidades de niveles estáticos varían de 40 a 100 metros conforma más se acerca al valle del Río Turbio. Por su parte en la zona aledaña a los Altos de Jalisco los niveles son de > 130 metros.  
Las estimaciones de extracción identifican que el uso agrícola consume el 70%, el público-urbano 26%, el industrial el 2% y el abrevadero el 3%. El cálculo que hace la CEAG, en la actualización de 2003 del balance hídrico para el acuífero del Valle de León, arroja un monto deficitario de disponibilidad de agua de alrededor de -48.3 Mm3 por año.
	Cuadro 1. Relación extracción-recarga del acuífero del Valle de León, promedio anual en hm3/año

	Recarga

	Entrada lateral recarga subterránea
	83.3

	Aguas residuales descargas de León
	90.0

	Infiltración por lluvia
	51.0

	Retornos de riego
	32.0

	Fugas de agua potable
	8

	Total de entradas
	264.3

	Extracción

	Uso agrícola
	213.2

	Uso público-urbano
	79.8

	Uso industrial
	1.74

	Otro (incluye abrevadero)
	11.28

	Salidas laterales de La Muralla
	3.58

	Evaporación de almacenamientos
	3.00

	Total de salidas
	312.6

	Minado
	- 48.3


Elaboración propia a partir de datos de GUYSA (1998, actualización 2003).
Antecedentes y contexto regional de las instituciones de la gestión del agua en León

León al estar en el corazón de la cuenca Lerma-Chapala ha visto moldear un entramado institucional político complejo y condicionado por la disputa por los recursos estratégicos de esta región.
Al ser territorio colindante entre la Nueva Galicia y la Nueva España en el siglo XVIII, particularmente destacaron los conflictos respecto a la disponibilidad del agua que debía llegar aguas abajo en la región conocida ahora como los Altos de Jalisco, en particular con Lagos de Moreno.
 Sin embargo, su posición territorial geoestratégica de paso obligado entre el centro y el norte del país dio el dinamismo necesario para crecer y desarrollarse más que sus poblaciones vecinas e incluso generar élites políticas y económicas que se han logrado imponer en las diputas referidas. 
Paradójicamente, la hoy “sedienta León” sufrió incruentas inundaciones durante el  siglo XIX (se han documento las de 1803, 1865, 1888).
 La ciudad en el siglo XIX se abastecía de agua principalmente de un gran ojo de agua que estaba situado en un extremo del actual Parque Hidalgo. Se regaban huertas, se lavaban y curtían pieles y mediante el acueducto construido hacia 1876 se llevó el líquido a la ciudad, construyéndose además una primera caja de captación de agua.
  En 1887 se empezaron a perforar pozos más profundos con maquinaria moderna, así se lograron los pozos artesanos del Barrio de Arriba (zona donde tradicionalmente se había instalado la industria curtidora), el del lado poniente de la plaza principal y el otro en el Barrio de Santiago. Después se instalaron llaves públicas por toda la ciudad. Este siglo cerró en 1891 con una fuerte crisis de agua potable en la ciudad.

El pozo de la Plaza de San Francisco en el Coecillo se perforó en 1912 (ya en 1902 el Ayuntamiento de León había gestionado recursos con el gobierno estatal para construir la presa de los Castillos). 
 La perforación de pozos se empezó a intensificar a través de empresas como la de Juan José Guerra, Enrique Ulibarri y Alfonso Martínez, al mismo tiempo que crecía la producción agrícola en la región, sobre todo la de papa.
 
El clima político posterior al conflicto postelectoral de 1946 influyó directamente en la institucionalidad de distribución del agua en León.
 Proyectos como los de agua y drenaje se estancaron durante el periodo de inestabilidad política. La situación local posterior a 1946 hizo que los contribuyentes se negaran a pagar cualquier servicio o impuesto y a demandar calidad y mayor disponibilidad de agua, esto llevó al propio gobierno provisional de Nicéforo Guerrero, apoyado por el gobierno federal, a invertir directamente en importante infraestructura hídrica tanto en la ciudad como en el campo.
 
Desde los años veinte el servicio de agua potable de la ciudad había sido suministrado a través de una dependencia de la administración municipal llamada “Ramo de Aguas Municipales” hasta que la centralización desde el ámbito nacional creo las Juntas Federales de Agua Potable y Alcantarillado hacia la segunda mitad de la década de los cuarenta.

En abril de 1964 se publica el decreto número 181 que contiene la Ley de la Junta Estatal de Agua Potable y Alcantarillado, impulsada por el gobernador Juan José Torres Landa. Esta Junta Estatal se crea como un organismo descentralizado encargado de las obras, redes y sistemas de las poblaciones que hasta entonces eran administradas por las Juntas Federales o incluso algunos comités municipales. Sin embargo, la única excepción que quedó en manos del gobierno federal fue precisamente León, Guanajuato. Las razones de este hecho se adjudican al tamaño y complejidad del sistema del servicio adquiridas en esta ciudad ya para esta época.
 
En febrero de 1968 se publicó el decreto número 362 que expide la Ley para el Abastecimiento de Agua Potable y Alcantarillado del Medio Rural del Estado de Guanajuato, pero no es sino hasta  el 5 de marzo 1982 —vaticinando el contenido de las reformas al 115 constitucional en 1983— que se crea una comisión mixta estatal-municipal en León con carácter provisional para que después de la reforma federal se trasladara la función a un organismo totalmente municipal. Es así como en 1984 nace el Sistema Agua Potable y Alcantarillado de León (SAPAL).

La década de los ochenta y hasta principios de la de los noventa fueron un periodo de construcción de capacidades no sólo técnicas o financieras, sino políticas para poder satisfacer la demanda de una ciudad que, a principios de los ochenta, ya era una de las diez más grandes de México y que por lo tanto tenía que afrontar problemas tan complejos como los que le generaban la cada vez más insuficiente disponibilidad de agua subterránea para todos los usos o la creciente contaminación de los cuerpos de agua superficial originada por los desechos de la importante industria curtidora instalada en el territorio del acuífero del valle de León.
Un componente igual de importante que la SAPAL en el conjunto de instituciones del agua en León es el Consejo Técnico de Aguas (COTAS). Este surge en 1998 como iniciativa del gobierno del estado para instaurar una política hídrica basada en el principio de la Gestión Integrada de los Recursos Hídricos (GIRH) basados en los principios de manejo de cuencas y participación social. El COTAS de León fue el tercero de este tipo después de la expansión impulsada por la Comisión Estatal de Aguas de Guanajuato (CEAG) después de la creación de los primeros COTAS en Laguna Seca y Celaya, creados previamente en 1997 por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (SAyDR) del estado y el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua. En este contexto León ha sido parte de este cambio en el paradigma de la gestión del agua en el estado de Guanajuato, que contrasta en ocasiones de manera importante con el modelo de gestión impulsado por la Comisión Nacional del Agua más centralizado y donde la participación social es más acotada.

En el Consejo Directivo del COTAS se integraron a representantes de los principales usos del acuífero, básicamente tres por cada uso —agrícola, comercios y servicios, público-urbano e industrial—. La Asamblea general está compuesta por todos los propietarios de pozos dentro del acuífero a quienes se le convoca cada tres años para elegir al Consejo Directivo, conformado por un presidente, un secretario y un tesorero.
 El presidente es quien lleva la representación del COTAS ante el Consejo Estatal Hidráulico (CEH), instancia de confluencia de todos los usos del agua para intervenir el gestión de la política hídrica del estado, en el que además de los 12 COTAS del estado de Guanajuato, dos Gerencias Técnicas, participan los representantes de los distritos, módulos y unidades de riego en el estado. 
Se debe decir que el trabajo del COTAS del acuífero del valle de León ha sido más bien modesto. Efectivamente a través del COTAS en tiempos recientes se ha logrado sentar en un mismo espacio a los principales usuarios del agua del acuífero del valle de León: los productores de papa, los grandes y pequeños productores de alfalfa, la industria curtidora, la industria metal mecánica, el sector servicios y el uso público urbano.
 Sin embargo, los acuerdos efectivos para bajar la presión sobre el acuífero han estado ausentes y estos mecanismos no han logrado efectividad para superar la crisis local del agua.

Al parecer los principales obstáculos para superar esta crisis son esencialmente políticos y basados en arreglos institucionales que han configurado una gobernanza no democrática y aún lejana para conseguir la sustentabilidad del acuífero.

Asuntos, actores y discurso en torno a la crisis del agua en León
León hacia finales de la década de los ochenta ya había estructurado su idea de la crisis del agua no sólo a partir de la evidente sobreexplotación de su acuífero y su inminente necesidad de búsqueda de nuevas fuentes de abastecimiento —sobre todo de agua para la ciudad—, sino que a la par de este problema, se ponía especial atención en el tema de la contaminación tanto de las aguas subterráneas, como de las aguas superficiales producto de los desechos de todos los usos de la ciudad, pero principalmente de la industrial curtidora. Las instituciones y acciones de los actores para crearlas y transformarlas que habrá que resaltar serán aquellas que traten de atender ambos problemas. 

La búsqueda de fuentes alternativas para el abastecimiento en la ciudad

La escasez del agua hacía que a finales de los ochenta sólo el 70% de la red de suministro fuera regular, es decir, con un servicio continuo los siete días de la semana, el resto solo tenía servicio de agua potable de forma “terciada” o hasta sólo dos veces por semana. Era ya un momento en el tenía consciencia de que el acuífero del valle de León era totalmente insuficiente para dotar de agua a la población y la industria de la ciudad.
 Es por ello que en 1990 las autoridades de la SAPAL decidieron buscar por primera vez traer agua fuera de la subcuenca. La primera decisión fue adquirir derechos de extracción en la zona de La Muralla, en el municipio vecino de Romita, y construir un acueducto que diera la posibilidad de asegurar el agua por lo menos hasta 2010 a partir de 19 pozos.
 Finalmente la construcción de esta obra se da en 1992,
 y a partir de ella —dice el director general del organismo que le tocó operar esta obra—,  aparte de darle mayor maniobrabilidad para mejorar el servicio, “le cambia la visión a la ciudad, la hace consciente del manejo eficiente del agua, y hace la consciencia también del pago del servicio”.
 La estrategia por parte de las autoridades hidráulicas locales era sensibilizar a la población a partir de hacerlas sentir que ella era la principal accionista de esta empresa, y que toda inversión que se realizara con su dinero era en beneficio de ella misma.
 

Como lo mencionara un diario local, es a partir de esta obra que “se planifica la obra hidráulica del futuro”. Vicente Gurrero Reynoso, como presidente del Consejo Directivo de SAPAL anunciaba que a partir de este primer paso también ya se contemplaban las dos obras que vinieran a completar la solución que asegurarían el agua para León: La construcción de una segunda batería de pozos en La Muralla y el aprovechamiento del recurso de la cuenca del Río Verde.

La decisión tomada por el gobierno municipal, junto con los intereses representados en la SAPAL, fue traer agua a la región a partir de zonas aledañas, quizá en ese momento sin considerar que el camino sería largo para materializar estos proyectos, y a lo mejor también sin imaginar que serían las dos situaciones más complicadas y conflictivas a las que se tendrían que enfrentar.

El proyecto central para León desde ese momento fue Río Verde, sin embargo su materialización tardó básicamente por dos razones: La primera, el costo financiero que para entonces ya se calculaba en $3,500 millones de pesos y que para reunir esta cantidad no se encontraba una formula financiera adecuada entre el gobierno federal y de los estados involucrados;
 y la segunda, la relación conflictiva entre Guanajuato y Jalisco en el contexto del Consejo de Cuenca Lerma-Chapala. 

Quince años son lo que pasaron hasta que en junio de 2007 se anunció de forma definitiva que el proyecto se consolidaría, sin embargo en medio de esta demora las autoridades hídricas de León siguieron avanzando sobre sus otras opciones. Este es el caso de La Muralla II, proyecto que de alguna manera ya considerado desde 1992,
 pero que para 2002 generó uno de los conflictos más importantes en la región protagonizados entre por un lado, SAPAL, incluyendo al gobierno estatal y el federal, y por otro las comunidades campesinas y pobladores de Romita, municipio que contiene esa otra cuenca.

Este conflicto no surge de manera espontánea en 2002, ya desde el proyecto de La Muralla I se habían escuchado algunas voces tanto de campesinos como de autoridades municipales de Romita que consideraban que dejar llevarse el agua a la ciudad de León comprometía la disponibilidad de esta zona.

SAPAL además había tenido algunos problemas —apenas hecho públicos a través de los medios locales— con algunas manifestaciones de inconformidad debido a que el organismo también estaba perforando en las inmediaciones en el municipio vecino de San Francisco del Rincón. En febrero de 1999 el Frente Cívico de Defensa Ecológica, organización social de este municipio, por medio de una 300 personas trataron de impedir los trabajos de extracción, pero la SAPAL apoyado en la policía estatal avanzó en las obras.

Sin ser menos significativo el caso de San Francisco del Rincón el conflicto alrededor del caso Romita en 2002 a partir del proyecto La Muralla II representó un problema de mayor repercusión mediática y política. En Romita el conflicto empezó un año antes cuando en febrero de 2001 la Asociación Agrícola Local a través de su Comisión para la Defensa del Agua Romitense encabezada por el ingeniero Heriberto Calderón Amador se manifestó ante la presidencia municipal advirtiendo que no iban a dejar que SAPAL extrajera agua de los pozos de esa región, ya que lo consideraban ilegal e injusto porque ellos como campesinos hasta el momento no había podido regularizar sus pozos, además por que se sabía —a través estudios técnicos de la CEAG— que el acuífero de Silao-Romita estaba más sobreexplotado que el de León.

Lo cierto es que la SAPAL había adquirido dos ranchos en una zona de 300 hectáreas con diez pozos, de los que ya habían hecho pruebas de calidad del agua, así como se había adquirido el material para la construcción de las líneas de trasmisión hacía la ciudad. 

Principalmente plantones por parte de lo que en este momento ya se conocía como el Consejo Ecológico del Acuífero Silao-Romita frente a palacio municipal de Romita, manifestaciones los domingos en frente de la iglesia de San Cristobal —comunidad cercana al rancho del entonces presidente Vicente Fox y que frecuentaba para ir a misa—,
 así como en la inmediaciones del rancho de la SAPAL donde se encontraban los pozos fueron calentando el ambiente por más de cuarenta días, hasta que el 18 de junio de 2002 se da un enfrentamiento violento entre el movimiento (400 manifestantes) y 250 efectivos de la policía estatal, la policía ministerial y la policía preventiva de Romita. El saldo en esa ocasión fue de 3 lesionados y más de 130 detenidos.

Después que la SAPAL suspendiera las obras del acueducto, el conflicto durante los siguientes ocho meses se mantuvo latente, aunque en causado en mesas de diálogo entre gobierno del estado, la SAPAL y la organización inconforme de ciudadanos que en momento se transformó en el Movimiento Cívico Romitense.
 Las reuniones fueron infructíferas, ya que ante las pretensiones del gobierno de destrabar el conflicto y seguir adelante con las obras, el movimiento siempre defendía su único objetivo: evitar que el proyecto de la Muralla II se concretara, pues decían ellos, “la única intensión del gobierno y la SAPAL es salvar la vida útil del acuífero de León del que son dueños los empresarios de la principal actividad industrial del estado, a costa del agua de sus vecinos”.

En febrero de 2003, el gobierno federal envío el apoyo de 235 elementos de la entonces conocía como Policía Federal Preventiva “para reiniciar por la fuerza las obras hidráulicas de SAPAL y traer agua de Romita a León”.
 Así plantea Felipe Polo la situación alrededor de esta reactivación de las acciones para concretar el proyecto de la Muralla II:

Llegó un momento que no se podía avanzar, entonces, articulamos otra medida que fue pedir apoyo a la federación, en ese momento afortunadamente se da la coincidencia de que está Vicente Fox como presidente, pero nuestro santo fue ahí Ramón Martín Huerta, él nos apoya con todo y nos facilita el que pudiera venir la PFP. Y esto nos da el pase. ¿Qué fue? Bueno fue una aventura muy interesante porque haz de cuenta que diseñamos una estrategia de guerra, en donde entramos así… pusimos un cuartel, en la zona, en nuestro racho pues, reportábamos a las siete de la mañana al Estado Mayor Presidencial… bueno avanzábamos de a metro, de a metro porque la gente se tiraba enfrente de los [n.r.], en frente de las maquinas, no dejaban avanzar. Pues ya sabes en esta historia hasta desarrollaron 'la virgen del agua', y la pusieron por donde iba a pasar nuestro tubo, entonces bueno, son cosas que comienzas a aprender que te va hacer la gente […]

Sin embargo en esta ocasión no hubo enfrentamientos violentes significativos, pero ante la presencia de la gente del movimiento en el plantón permanente la salida fue la utilización de todos los recursos puestos por el gobierno del estado y el gobierno federal a disposición de la SAPAL:

[…] y ¿cómo se solucionó finalmente el conflicto? Le tuvimos que pagar al municipio de Romita, el municipio de Romita era priísta, les tuvimos que pagar un permiso de construcción, claro pero con eso, más habernos comprometido a arreglar un camino, una carretera que tenía, el conflicto quedó saldado. Son conflictos que nunca quedan terminados”.

[…] ese permiso de construcción se supone que iba a servir para obras sociales en la zona donde nosotros desarrolláramos nuestra obra. Debo decirte que [además] hubo una jugada ahí si sí magistral, gracias a que la CNA nos permitió pasar por debajo de la presa [La Gaviota], porque ya nos habían impedido entrar por una comunidad llamada la Sardina, y… pues en una noche, así en una noche, cambiamos el trazo y nos metimos por en medio de una presa, por el vaso de una presa, y salimos por atrás sin tocar la Sardina. Pero eran alternativas que ya teníamos estudiadas, porque siempre íbamos por delante de los del movimiento, por eso te digo que estábamos en una estrategia de guerra, porque de eso se trataba, de estrategia, o sea para empezar tubo no nos debía de faltar […].

El movimiento ante estas medidas se vio imposibilitado a seguir con las manifestaciones, Heriberto Caderón en febrero de 2003 declaraba a los medios locales lo siguiente: 

Tenemos la disposición de compartir un tiempo limitado el agua con León, aunque no tenga derecho, aunque sea ilegitimo, con el propósito de mostrar ante la sociedad que los Romitenses estamos en vía de buscar una conciliación al conflicto y que se garantice en el futuro lo que más nos importa: preservar el agua.

El proyecto la Muralla II empezó a llevar agua a León a partir de abril de ese año, después de 120 millones de pesos invertidos y más de un año de complicaciones.

Pero como ya se ha dicho, el proyecto principal concebido para satisfacer la “sed de León” es el de Río Verde. Los industriales en mayo de ese 2002 — incluso apenas a un mes de operar la Muralla II— volvía a presionar con declaraciones al gobierno para que éste siguiera con las gestiones para concretar dicho proyecto, “pues se vislumbra que el suministro de agua se rezague en menos de dos años, lo que traerá como consecuencia un colapso económico muy fuerte para la ciudad”.
 Por intercesión del gobierno de Vicente Fox, ese mismo año se logró la firma de un acuerdo de colaboración entre Jalisco y Guanajuato para reanudar las gestiones, sin embargo en 2004 las negociaciones se complicaron. El tema colateral de los volúmenes que se tenían que entregar por parte de Guanajuato para la recuperación del lago de Chapala afectó directamente el tema de Río Verde. El gobernador de Jalisco Francisco Ramírez Acuña condicionó el apoyo de este proyecto a partir de que se lograra un nuevo acuerdo para el trasvase desde Guanajuato. La ofensiva desde este último estado estuvo apoyada tanto por los campesinos del Distrito de Riego 011 “Alto Río Lerma”, como por los empresarios leoneses quienes exigían al presidente Fox decidir apoyar firmemente el proyecto de Río Verde e intervenir en la disputa por el trasvase a favor de Guanajuato.
 Por su parte Guanajuato, a través  de el gobernador Juan Carlos Romero Hicks amenazó con retirarse del Consejo de Cuenca y suspender en definitiva los trasvases de la presa Solís y otros embalses de la entidad dirigidos a Chapala de no garantizarse el proyecto Río Verde.

El gobierno federal presionó a Jalisco y al mismo Guanajuato con retirar los 5 millones de pesos que ya había previsto para la obra. Detenida toda negociación, coincidentemente a favor del asunto del trasvase durante 2005 se tuvo un buen año de lluvias, lo que permitió destrabar ese conflicto por el momento. Una vez reanudadas las pláticas para el proyecto Río Verde hubo que enfrentar en marzo de ese año la oposición social a la construcción de la obra originalmente prevista en San Nicolás. La movilización de pobladores de la zona se dio apoyados en la Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en Defensa de los Ríos (MAPDER). Para no complicar el asunto, tanto Jalisco como Guanajuato decidieron en abril finalmente cambiar la ubicación del proyecto 100 kilómetros abajo, en la zona conocida como el Zapotillo. Al mismo tiempo Jalisco pedía hacer crecer la capacidad de la presa para que el proyecto beneficiara también a Guadalajara.
 Esta decisión si bien concretaba el avance más significativo del proyecto, vino a retrasarlo un poco más, ya que ahora se tuvo que considerar las implicaciones tanto técnicas como sociales de pasar de una cortina de 80 m a otra de 105 m, lo que implicaba también un reto político porque la zona de inundación será mayor cubriendo los poblados de Temacapulín, Acasico y Palmarejo.
 La oposición ha continuado principalmente por los grupos ambientalistas y defensores de derechos humanos en Jalisco, incluso en diciembre de 2008 los pobladores de Temacapulín interpusieron un amparo, sin embargo el proceso de licitación de la obra comenzó en el último trimestre de ese año y el cual culminó en mayo de 2009.
 A la par también  han surgido voces alternativas —de oposición— en León, organizaciones ambientales como el grupo “Angel” (Asociación de Grupos Ecologistas de León) para quienes la solución no está en Zapotillo, sino en que en el propio acuífero del VL cambien los patrones de consumo y demanda.

La obra finalmente se ha calculado costará $8,010 millones de pesos en donde la presa contempla un volumen total de agua de 504 millones de m3 anuales, de los cuales, León recibirá 119 millones 837 mil m3, equivalentes a 3.8 m3 por segundo, y para Jalisco 384 millones de 739 millones de m3 al año, cerca de 12.2 m3 por segundo.
 Según en lo dicho en una de las entrevistas realizadas a uno de los vicepresidentes de la CICUR, con el proyecto se podrá hacer que “el acuífero de León se recupere, pues se podrá dejar de extraer agua para el uso público-urbano por 30 años”.

El saneamiento de las aguas en la ciudad

Como producto de los compromisos adquiridos en el seno del Consejo de Cuenca Lerma-Chapala (CCLCH) en 1993, León construyó su propia planta de la ciudad con una capacidad de 300 lps.
 Pero la propia SAPAL y autoridades municipales sabían que esta infraestructura iba a ser inútil si no se lograba la reubicación de la industria curtidora de tal forma que ayudara a recolectar los desechos de sus procesos productivos. Desde 1989 el gobierno del estado, con el apoyo del gobierno del municipio había considerado la reubicación de la industria curtidora de la zona urbana a unos terrenos a la salida a San Francisco del Rincón que llamarían desde entonces PIEL (Parque Industrial Ecológico de León).
 Al principio existió cierta "tira y afloja" para aceptar la propuesta de reubicación, sin embargo, a partir de la presión del gobierno federal en un primer paso se aceptó que la industria construyera algunas ‘fosas de sedimentación’ y empezara con el ‘reciclaje de baños’ de pelambre y cuero.

Si bien la CICUR apoyó el proyecto de la reubicación después de este primer paso, la verdad es que la mayoría de sus agremiados, pequeñas curtidoras se sintieron imposibilitados de invertir en su propia mudanza. La urbanización, la electrificación y en general dotar de todos los servicios para acondicionar la zona del PIEL ha sido también el principal reto tanto para autoridades estatales, municipales y hasta federales.
 En los casi veinte años de concebido el proyecto, sólo poco a poco se ha ido completando la infraestructura necesaria para hacerlo realidad. En la actualidad se considera que el 70% de la industria curtidora está ubicada en alguno de los puntos precisamente autorizados y mejor acondicionados en la ciudad para esta actividad, mientras que el otro 30%, básicamente pequeña industria, se encuentra todavía en la zona urbana.

Un reto adicional para el adecuado saneamiento de las aguas residuales en León no sólo corresponde a la industria curtidora, sino de los laboratorios ligados a ésta, y principalmente la industria metal-mecánica la cual también es muy importante. Se considera que León tiene el parque vehicular de trasporte de carga y pasajeros más grande del país en términos proporcionales con respecto a otras ciudades.
 SAPAL a partir de estudios realizados hacia 1992-1994 dentro de la primera plantase de aguas civiles se concientizó de esta realidad y ha negociado con estas industrias que igualmente colaboren con la reubicación y manejo de sus residuos.

Pero en este asunto las posiciones de los actores y sus intereses también han sido fuente de controversia y enfrentamiento. (1) La CICUR durante mucho tiempo solicitó prorrogas para el cumplimento de normatividad ambiental que instancias como la PROFEPA ha procurado hacer cumplir, (2) movimientos ambientalistas han señalado que ríos como el de Los Gómez o las inmediaciones de la presa Blanca siguen estando contaminadas por desechos de esta industria principalmente lodos, (3) incluso la SAPAL se ha enfrentado a este gremio en temas como los costos de la tarifa de saneamiento o el hecho de que gran parte de los curtidores prefieran comprar agua de pipas para evitarse pagar dicha tarifa, en donde además se ha demostrado que el recurso es extraído de pozos originalmente destinados al riego o francamente irregulares.

En los tres asuntos la tensión y la búsqueda de influencia en el proceso de toma de decisiones a partir de los propios intereses ha sido intensa, pero en los últimos años se identifican ciertos acuerdos.

En 1997 con la firma del convenio de concertación para el saneamiento de las aguas de la cuenca del Río Turbio y la publicación se inició un proceso en el que la CICUR ha tratado de desclasificar como residuos peligroso varios de los desechos de la industria.
 Este proceso no ha sido simple y la industria ha ido a su paso, pero se ha aceptado generar estudios y mejora de procesos lo cual los ha llevado desde reducir en cerca del 35% o 40% el consumo de agua en sus procesos, hasta lograr la desclasificación de varios residuos a excepción de los lodos.

Precisamente en cuanto a los lodos que aún siguen vertiéndose sobre los ríos como el de Los Gómez u otros cuerpos de agua pertenecientes a la cuenca del río Turbio, la presión de los grupos ambientalistas como el “Angel” han presionado tanto a autoridades como a la misma CICUR quienes han establecido tanto una planta de lodos como procedimientos que permiten ‘compostear’ y tratar mediante lombricultura estos residuos.
 Además un instrumento clave para comprometer a los curtidores y la propia autoridad ha sido la Comisión de Cuenca del Río Turbio, instalada en 2007. Ahí es donde se han generado los principales acuerdos para el saneamiento de las aguas que se vierten a este río.
 De aquí han salido varios acuerdos importantes como: Un nuevo acuerdo de concreción de la reubicación de los curtidores;
 el Parque de Lodos; la operatividad del manual para manejo sustentable de residuos; y una nueva planta tratadora.

Lo que por mucho tiempo no nos hubiéramos imaginado es un enfrentamiento entre la principal industria del León, representada por la Cámara de la Industria de Curtiduría del Estado de Guanajuato (CICUR), y la propia SAPAL, pero este sucedió a finales de 2007 y durante todo el primer semestre del año 2008. El organismo operador a partir de su nueva directiva, encabezada por Jorge Videgaray en la presidencia del Consejo Directivo y Emiliano Rodríguez en la dirección general preparó un proyecto de incremento de tarifas que tanto el Ayuntamiento de la ciudad de León, como el Congreso del estado apoyó. El proyecto de saneamiento requería aumentar precisamente la tarifa al sector industrial, cosa que de inmediato hizo responder con un rechazo generalizado a la CICUR.
 El argumento de la cámara industrial era que el costo de producción se elevaría tanto que haría que se perdieran muchos de los empleos que genera esta industria en León, mientras que SAPAL en voz del presidente del Consejo Directivo, y secundado por el alcalde Vicente Guerrero Reynoso, además de desligarse de la responsabilidad de echar abajo lo ya acordado por el Congreso en la Ley de Ingresos para el municipio, pedían reconocer la imposibilidad de que el ramo curtidor tuviera privilegios con respecto a los demás usuarios —incluidos domésticos, comerciales e incluso de otros ramos industriales—, y que en aras de la equidad se debía mantener la propuesta original.

En medio de este enfrentamiento también surgió, por parte de la misma SAPAL, el mismo Guerrero Reynoso y apoyados por la CNA, la acusación de que los curtidores estaban siendo desleales al adquirir agua de pipas para no pagar la cuota de saneamiento, pipas que además surtían el liquido en pozos no regularizados o destinados a otros usos como el agrícola —y que por tanto reciben un subsidio en energía eléctrica—, lo que consecuentemente hacia que el organismo operado dejara de recibir importantes recursos que debían destinarse al saneamiento, a la inversión en infraestructura hidráulica para la ciudad o incluso para apoyar a la reubicación de los propios curtidores.
 La defensa de la CICUR se basó en argumentar que el adquirir agua vía pipas era una tradición que había comenzado hace más de veinte años, cuando el sistema del servicio de agua y alcantarillado de la ciudad aún era muy deficiente.

La CNA clausuró cerca de 40 pozos que se dedicaban a esta actividad, y la SAPAL decidió seguir suministrando el agua directamente a los ‘piperos’ de forma gratuita, ya que muchos de estos son los que llevan agua a las colonias irregulares de la periferia. Esta decisión la justificó diciendo que se trataba de una medida temporal ya que el reto de regularización de estas zonas poblacionales se tenía que hacer en el futuro inmediato, pero que por el momento había que cubrir lo que 500 pipas —con tres a cinco viajes diarios por cada una— hacían para abastecer esta red paralela preexistente.

Conclusiones
¿Qué patrón general de gobernanza del agua se ubica en León?, y en todo caso, ¿qué resultados podemos ubicar hasta el momento en términos de la acción pública para lograr la sustentabilidad del acuífero?

En términos de cambio institucional se pueden identificar algunas ‘trayectorias de dependencia’ (path dependence) que llegan hasta nuestros días: En León la sociedad civil, pero esencialmente los empresarios locales dejaron ver un activismo ‘aguerrido’ que enfrentó al régimen priísta del momento y al centralismo presidencialista (i.e. El movimiento de la Unión Cívica Leonesa y el conflicto postelectoral de 1945-1946, así como el de 1976, y la conformación de varios Juntas de Administración Civil en las que los empresarios ejercieron directamente el gobierno local después de estos conflictos) y en los asuntos de agua se identificó una clara priorización por satisfacer las necesidades y demandas de la industria curtidora (i.e. El primer pozo perforado en León fue para esta industria ubicada en Barrio Arriba en 1887 y los primeros sectores de la ciudad con agua entubada fueron precisamente las zonas de talleres curtidores o de fabricación de calzado), así como una apropiación por parte de estos empresarios de los espacios de decisión en materia de agua potable y saneamiento (i.e. Presencia empresarial activa en el Consejo Directivo de la Junta de Administración de Agua de 1982 y posterior apropiación del Sistema de Agua Potable de León [SAPAL]). 

Se verifica un descentramiento del Estado en el espacio público, pero no a favor de la sociedad, sino básicamente de actores privado-mercantiles. Esto se ve reflejado en el hecho mismo de que el diseño institucional que ha intentado introducir esquemas participativos y de GIRH en lo local han sido más bien limitativos tanto de la participación, así como del alcance en la descentralización en la toma de decisiones, y sin posibilidades de construir condiciones propicias para que los actores se auto-comprometan con acciones radicales para frenar la sobreexplotación de los acuíferos.

La participación en todos los espacios formales como el Consejos Técnicos de Aguas Subterráneas (COTAS) o el Consejo Directivo del organismo operador del servicio de agua potable y alcantarillado, no tienen ni la representatividad, ni la vinculación suficiente con todos los usuarios que no participan; no logran convertirse en instrumentos efectivos de rendición de cuentas y mucho menos ejercen contrapeso a los actores poderosos que influyen efectivamente en la formulación decisiones y que tienden privatizan los beneficios. Estos órganos de ‘representación’ tampoco llegan a convertirse aún en interfaces Estado-sociedad, donde los intercambios entre actores de ambas esferas sean equitativos, útiles y vinculantes.

Los proyectos y programas de gestión de la demanda que se han podido lograr implementar en la región han tenido resultados limitados por que sólo ha sido posible aplicarlos a una escala muy reducida, ya que para el gobierno y los usuarios con mayor capacidad de influencia en la toma de decisiones (los empresarios) ha resultado más convincente, o simplemente más sencillo, imponer su voluntad, apostando por los megaproyectos de infraestructura hídrica como es el caso de El Zapotillo. Por algunos actores, este tipo de proyectos no aseguran los buenos resultados en términos de sustentabilidad, pues no se plantean en ningún momento como acciones complementarias desde una visión de manejo integral, que permita el compromiso de los usuarios para reducir efectivamente las extracciones, generar nuevos patrones de consumo y aprovechamiento, distribución equitativa y de responsabilidad con el medio ambiente.

Es claro que los pobres resultados para hacer frente a la crisis del agua en el caso de León se deben a una configuración de la red de políticas donde básicamente se reproduce la concentración de poder, la pobre institucionalidad para incentivar la participación de la mayoría de los usuarios, así como una tendencia a favorecer patrones de comportamiento de influencia y negociación entre la élite, y marginar la cooperación entre los posibles interesados.

� La expresión ‘crisis del agua’ hace referencia a “carencias en relación al acceso al agua y a los servicios de saneamiento, a la extendida degradación y agotamiento de los ecosistemas acuáticos y acuíferos, a los daños y riesgos relacionados con el uso y gestión del agua en diferentes áreas de actividad”. Esteban Castro, et. al., “Desarrollo Institucional y Procesos Políticos”, Perspectiva Trasversal del IV Foro Mundial del Agua, Documento Base no. 2, México, Comisión Nacional del Agua, World Water Council, 2006, pp. 247.


� Geofísica de Exploraciones GUYSA, Estudio Hidrogeológico y Modelación Matemática del Acuífero del Valle de León, Plan Estatal Hidráulico de Guanajuato, CEASG, CNA, Volumen I, Guanajuato, 1998 (Actualización en 2003).


� Danton Antón y Carlos Díaz Delgado, Sequía en un Mundo de Agua, Piriguazú Ediciones/ CIRA-UAEM, 2000. (� HYPERLINK "http://tierra.rediris.es/hidrored/ebooks/sequia/c-intro.html" ��http://tierra.rediris.es/hidrored/ebooks/sequia/c-intro.html� consultado el 11 de enero de 2008).


� De los inactivos el 80% eran del uso agrícola, 17% de agua potable, 2% industrial y 1% de abrevadero. GUYSA, Op. cit. Resumen Ejecutivo.


� Ibíd.


� Conflictos que se seguirán manifestando hasta nuestros días a partir de la disputa por las aguas de la cuenca Lerma-Chapala como se verá más adelante.


� La inundación de 1865 destruyó cerca de 800 casas habitación afectando a cerca de 100 mil habitantes, y la de 1888 produjo 242 personas muertas y 5 mil familias que quedaron en la miseria, lo que ocasionó un éxodo masivo. Esto condujo a diseñar como estrategia la construcción de infraestructura en la ciudad como la del bordo del Malecón, es decir la del Río de los Gómez y el puente Barón. Otra fuerte inundación se vivió en 1926 también con resultados desastrosos para León y cobrando algunas vidas humanas, teniendo que reforzar la infraestructura de contención de ríos y arroyos de la ciudad. Mariano González Leal, León: Trayectoria y Destino. Gonzalo Andrade Editorial, Ayuntamiento de León, Guanajuato, 1990.


� Ibíd.


� Ibíd., p. 117.


� La Unión de Cosecheros de Papa que se crea en la década de los veinte empieza a tener una presencia importante, así como varias organizaciones sociales que en León surgieron por la época. Me refiero a organizaciones como el Círculo Leonés Mutualista, la Lonja Mercantil o la Sociedad Cooperativa o sindicatos como la Confederación Nacional Católica del Trabajo (CNCT). Esta fuerte propensión a la organización social fueron moldeando en León movimientos sociales y políticos desde la derecha como el de la Unión Nacional Sinarquista la cual surgió el 23 de mayo de 1937 o la Unión Cívica Leonesa que participó exitosamente en la elección de 1945 que desembocó en el conflicto postelectoral y matanza del 2 de enero del año siguiente. Ibíd., pp. 139-161.


� Para particularidades del conflicto referido y su relación con el agua véase Diana Birrichaga, “León y los movimientos políticos”, en Blanca Estela Suárez y Diana Birrichaga, Dos estudios sobre usos del agua en México (siglos XIX y XX). México, IMTA y CIESAS, 1997, pp. 131-149.


� Ibíd.


� Las Juntas Federales fueron un diseño institucional que se fue perfilando desde la misma Ley Nacional de Aguas de 1946 y la intención centralizadora del gobierno federal a través de la Secretaría de Recursos Hidráulicos que se creo al año siguiente.


� Comisión Estatal del Agua de Guanajuato (CEAG), Memoria institucional 2000-2006, Guanajuato, 2006, p. 8.


� Véase � HYPERLINK "http://www.sapal.gob.mx" ��www.sapal.gob.mx� (Consultado el 8 de febrero de 2008). 


� Para una análisis particular de esta situación véase Boris Marañon y Philippus Wester, Respuestas institucionales para el manejo de los acuíferos en la Cuenca Lerma-Chapala, México, México, Instituto Internacional del Manejo del Agua (IWMI), Serie Latinoamericana no. 17, 2000 y Carmen Maganda, “The politics of Regional Water Management: The Case of Guanajuato, Mexico”. En Journal of Environment and Development, Vol. 12, No. 4, Diciembre 2003: 384-413.


�. El trabajo operativo recae en el gerente operativo, un técnico de campo y una secretaria. Entrevista con el Ingeniero Alejandro Asencio Campos, Gerente Operativo del COTAS León, 10 de marzo de 2008.


� Ibíd.


� Incluso el cálculo era que sólo habría agua para tres o cuatro años más. Entrevista a Felipe Polo Hernández, director general de la SAPAL (1992-2007), director estatal de CNA en Guanajuato (2007-2009), 2 de diciembre de 2008.


� Pozos que producirían en promedio 60 lps, esto es 84,400 m3 por día, 86 millones litros cada 24 horas. La zona de pozos de la Muralla está localizada a 40 km al sur de la ciudad de León, y en el kilómetro 25 se construyó una derivación de 5,500 metros que conduce 300 lts al rebombeo Santa Rosa, mismos que reforzarían el suministro de la parte poniente de la ciudad. El Sol de León, 13 de enero de 1992.


� Inaugurada por el presidente Carlos Salinas de Gortari el 27 de mayo. El financiamiento para la obra había recaído en un 50% a la propia SAPAL, 25% al gobierno de Guanajuato y el 25% por parte del gobierno federal a través del programa Solidaridad. Diario A.M., 28 de mayo de 1992. 


� Entrevista a Felipe Polo, Op. cit.


� Para la cita de la población como principal accioncita de la empresa véase Ibid. El incremento de las tarifas, según Guerrero Reynoso en una declaración de este tiempo, debía tener por objeto “[…] mejorar los servicios, construir una planta de tratamiento de aguas residuales, aprovechar el 100% la producción de La Muralla, y abastecer la zona norte de la ciudad”. El Heraldo León, 13 de junio de 1992.


� Como antecedente de este proyecto se tiene que en 1990 los estados de Jalisco y Guanajuato habían firmado un primer acuerdo de coordinación para realizar estudios hidrológicos preeliminares que contribuyeran a buscar una solución al abasto de agua potable tanto para la ciudad de León, como para la zona de los altos de Jalisco; ese proyecto buscaban la solución para dotar de 5 mil 600 litros de agua por segundo de la cuenca del Río Santiago aprovechando las aguas del Río Verde. Correo de Guanajuato, 6 de junio de 2007.


� Incluso dice Felipe Polo, la actitud del gobierno del estado durante un tiempo fue “que León lo solucione […] déjalos, que ellos arreglen con la CNA, que ellos arreglen con Jalisco. Y al principio nosotros íbamos solos, por qué, porque era del interés de la ciudad, y ¿por qué? Porque esto representaba un riesgo financiero para el gobierno del estado”. Entrevista Felipe Polo, Op. cit.


� En 1994 la CNA concesionó a SAPAL la explotación de mil 20 litros cúbicos de agua por segundo de La Muralla, en 2002 ya se extraían 720 mil lps, para cuando se terminara la obra de la Muralla II se pretendía  explotar al máximo a través de diez pozos, declaración de Felipe Polo Hernández aparecida en El Universal, 10 de junio de 2002.


� La SAPAL demandó a cinco de los integrantes del Frente Cívico de Defensa Ecológica después de un enfrentamiento entre integrantes de esta organización y fuerzas policiales en el que según el organismo se dañó maquinaria y equipo. Diario A.M., 16 de febrero y 17 de marzo de 1999.


� El Heraldo de León, 13 de febrero de 2001.


� Según Heriberto Calderón también líder del Consejo Ecológico del Acuífero Silao-Romita, éste movimiento había surgido pues los pequeños propietario de la Asociación Agrícola Local, se habían deslindado por el gobierno del estado les había ofrecido dádivas y la promesa de la regularización de sus pozos, quedando en la defensa del agua de Romita sólo los ejidatarios, así como personas de la sociedad civil y políticos de todos los partidos de este municipio. “Ya no se trataba únicamente de la defensa de títulos de concesión, sino de la sustentabilidad misma del acuífero”. Entrevista con Heriberto Calderón Amador, Silao, Guanajuato, 13 de diciembre de 2008.


� Los datos del enfrentamiento en Correo de Guanajuato, 19 de junio de 2002. Cuatro días después se organizó una marcha de ciudadanos en Romita, en la que —según cálculos de la prensa local— participaron cerca de 4 mil personas entre las que se podía leer pancartas que decían: “Únanse a la marcha, luchemos por el agua de Romita, por el futuro" y “Romita está de luto”. El movimiento responsabilizaba directamente de la agresión al secretario general de gobierno Juan Manuel Oliva, quien a la postre se convertiría en gobernador de Guanajuato (2006-2012). El Heraldo de León, 23 de junio de 2002.


� La organización liderada por Heriberto Calderón cambio de nombre al de Movimiento Cívico Romitense ya que el Consejo Ecológico del Acuífero de Silao-Romita—según el dirigente— se había invalidado por la infiltración a esta organización de personas enviadas por parte del gobierno del estado que querían debilitar el movimiento. Entrevista con Heriberto Calderón, Op. cit.


� Agrega el líder del movimiento, “querían los empresarios que se lograra la opción más barata para llevar más agua para León [contrastándolo con el proyecto de Río Verde], ya que esto representaría menor gasto para su sistema de producción del cuero, sobra decir, una industria que gasta y contamina mucho agua”. Al apoyo del movimiento se sumaron organizaciones como los Macheteros de Atenco y la  Liga de Unidad Socialista. Ibíd.


� Así se podía leer en la nota del Diario A.M. del 12 de febrero de 2003. 


� Entrevista a Felipe Polo, Op. cit.


� Declaración aparecedida en  Diario A.M., 23 de febrero de 2003. La forma de canalizar  el movimiento dice Heriberto Calderón, fue aceptar contender por la alcandía de Romita ese mismo año, en una alianza con el PT, el PAS y el PRD, lamentablemente esta coalición se rompió con la salida del PRD, y perdieron las elecciones. Actualmente Heriberto Calderón se dedica exclusivamente a sus viveros en Romita y Silao, y su esposa Patricia es regidora en Romita por el PRD en el trienio 2006-2009.


� Diario A.M., 17 de enero de 2003.


� Declaración de José Refugio Lozano Loza, dirigente local de CANACINTRA. El Heraldo de León, 11 de mayo de 2002.


� El Heraldo de León, 30 de abril de 2004 y Sol del Bajío, Celaya, 2 de mayo de 2004. 


� Diario Reforma, 2 de mayo de 2004.


� Además en este acuerdo se incluyó la construcción de la presa El Arcediano, la cual se dice ayudará a la recuperación del lago de Chapala. CEAG, Memoria Institucional 2000-2006, Guanajuato, 2006, p. 91.


� “Cuando hablas de subir la cortina estás hablando que tu zona de inundación crece pero geométricamente, o sea, no estás creciendo exponencialmente, no creces proporcionalmente. Sino que subir 25 metros es una inundación que se va a llevar tres poblados, uno de ellos con una iglesia que tiene 400 años de antigüedad. ¿Problemas? Sí”. Felipe Polo, Op. cit.


� Mural, Guadalajara, 9 de diciembre de 2008.


� A.M. de León, 3 de mayo de 2007.


� Correo de Guanajuato, 2 de agosto de 2007. 


� Entrevista al Químico Sabino Rodríguez Rendón, empresario curtidor, vicepresidente de la Cámara de la Industria de Curtiduría del Estado de Guanajuato (CICUR), 13 de diciembre de 2008.


� En términos de hechos relevantes que fueron condicionando el cambio institucional de las últimas tres décadas, está el acuerdo del 13 de abril de 1989 para ordenar y sanear la Cuenca Lerma-Chapala en el que participó Guanajuato como uno de los cinco estados que conforman la cuenca (además del Estado de México, Querétaro, Michoacán y Jalisco), así como la constitución posterior en septiembre de 1990 del Consejo Consultivo para evaluar los avances a este acuerdo, y la posterior trasformación en 1993 de éste en el Consejo de Cuenca Lerma-Chapala (CCLCH) de conformidad a los establecido en la Ley de Aguas Nacionales (LAN) de 1992. Estos acuerdos y esta nueva institucionalidad obligaron a Guanajuato a atender los temas relativos a la calidad del agua y el saneamiento, así como de ordenamiento y regulación de los usos del agua, el uso eficiente, así como el manejo y conservación de las cuencas y corrientes. René Landeros Lobato, “Acuerdos derivados del Consejo en la Cuenca Lerma-Chapala. Situación de Guanajuato”, en revista Aquaforum, número 13, septiembre-octubre de 1998, p. 18.


� Tradicionalmente ubicada las pequeñas curtidoras en Barrio Arriba, pero que igual estaban se encontraban ya en Echeveste, la Luz, o en otras colonias dispersas en la mancha urbana.


� Entrevista con Químico Sabino Rodríguez, Op cit.


� Desde 1995 Vicente Fox, como gobernador cedió la responsabilidad sobre el PIEL al gobierno municipal de León. El Heraldo de León, 5 de octubre de 1995.


� Este 30% se ubica básicamente en Barrio Arriba; el otro 70% en Polígono Diez, Ciudad Industrial y Parque PIEL. El 100% son alrededor de 699 empresas. Las que están en los tres lugares ‘acondicionados’ son los que básicamente pueden ser directamente recolectados para el posterior tratamiento en las plantas tratadoras. Ibid.


� La ubicación geográfica de León y sus sistema de interconexión carretera con ciudades del centro-occidente mexicano ha desarrollado una industria del autotransporte muy importante, se calcula que unos 2500 vehículos de pasajeros y de carga entran y salen tanto de la central camionera de León como de los centros industriales y comerciales. Además León es sede de los corporativos de muchas de las líneas de camiones. 


� Entrevista con Felipe Polo, Op. cit.


� Firmaron dicho convenio la entonces SEMARNAP, el Gobierno del Estado de Guanajuato, los municipios y los sistemas de agua potable y alcantarillado de León, de San Francisco del Rincón y de Purísima del Rincón, y la CICUR, la Asociación Nacional de Curtidores, A.C. y Sta. Rosa Parque Industrial Ecológico de Curtiduría, S.C. Véase INE, “Introducción”, Manual de procedimientos para el manejo adecuado de los residuos de la curtiduría, 1999.


� Se ha pasado de 50 lt por kilo de cuero a sólo un rango que va de 15 a 25 lt por kilo de cuero; y la norma a la que se hace referencia de desclasificación es la NOM-052-SEMARNAT-2005. “Hasta el momento (desde principios de la década de los noventa hasta hoy) se han invertido más de 3,900 millones de pesos a tratar de contribuir a la sustentabilidad ambiental del proceso de curtiduría”. Entrevista con químico Sabino Rodríguez, Op. cit. 


� El químico Sabino es presidente de dicha planta. Ibid.


� Ocho municipios la conforman: León, San Francisco del Rincón, Purísima, Manuel Doblado, Abasolo, Pénjamo, Cuerámaro y Romita. Así como la CICUR e incluso los COTAS de la zona. Ibid y Correo de Guanajuato, 23 de junio de 2007.


� El químico Sabino Rodríguez califica de "tabla salvadora"  de la reubicación de la industria a este Consejo de Cuenca. Entrevista al químico Sabino Rodríguez, Op. cit.


� Correo de Guanajuato, 27 de noviembre de 2007.


� Correo de Guanajuato, 8 de febrero de 2008.


� Correo de Guanajuato, 14 de diciembre de 2007.


� Lo cierto es que esta red paralela es un gran negocio ya que los dueños de pozos irregulares les vendían la pipa de agua de 10 mil litros entre 40 y 50 pesos; por su parte los piperos la venden a un precio que oscila entre 90 y 100 pesos al público en general, a las curtidurías se las venden hasta en 200 pesos la pipa, mientras que a los desarrolladores de vivienda, entre 150 y 180 pesos. Un pipero al entrevistarlo un diario decía: “A las curtidurías, allá por El Guaje se las están dando hasta 120 o 130 pesos el viaje, pero una tenería te consume hasta cinco o seis viajes diarios. En las colonias la cobramos por barril y es entre cinco o seis pesos por barril […] llevamos el agua a las colonias, a los comercios, tenerías, a las obras también, hay muchas, como Quinba, Lefart, Conjurmex, etc, se abastece a todas las tenerías de León'. Correo de Guanajuato, 15 de diciembre de 2007


� Cuando se habla de gobernanza se refiere a la configuración de los arreglos de autoridad a partir del cual se toman las decisiones y se enmarcan las políticas hídricas en el territorio que abraca los sistemas naturales. Kenneth Hanf  y Alf-Inge Jansen (Eds.), Governance and Environment in Western Europe: Politics, Policy and Administration, Harlow, Addison Wesley Longman, 1998, p. 3.


� Como definición de red de políticas parece útil la que dice que se trata de “patrones más o menos estables de relaciones sociales entre actores mutuamente dependientes, que se forman alrededor de problemas políticos o grupos de recursos y cuya formación, mantenimiento y cambio son obra de una serie de juegos”. Erik-Hans Klijn, Joop Koppenjan y Katrien Termeer. “Managing Networks in the public sector: A theoretical study of Management strategies in policy networks”, en Public Administration, no. 73, 1995, p. 439.
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